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En la aplicación de esta regla de Hondt es donde la letra b) del
mismo precepto legal ha introducido la exigencia aqui cuestionda.
de contar, al menos, con el 3 por 100 de los votos en escaños.
existiendo, por tanto, un evidente propósito del legislador de
restringir. para los partidos o grupos políticos cuyo soporte electo­
ral es más reducido, el acceso al Congreso de Diputados. así como
a las Asambleas legislativas de la Comunidades Autónomas. en la
medida qe la exigencia se ha extendidos su fonnación. lo que. si
se pone en 'COnexión con los efectos ventajosos ya mencionados
para los panidos O grupoS más yotados,'confirma la finalidad. que
subvace en este conjunto de feRIas. de nrocurar. ("omhm~nrln

incentivos y límites, que la proporcionalidad electoral sea compati­
ble con el resultado de que la representación de los electores en
tales Cámaras no sea en exceso fragmentaria, quedando encomen- .
dada a formaciones políticas.de cierta relevana..

La validez constituciOlUl! de ola finalidad es lo que justifica. en
último rennino, ellímite del 3 por 100 impuesto por elle¡islador.
y 'eSa .validez se apreéia $Í tenemos .eDcuenta que el proceso
electoral, en su conjunto, .no es sólo un canal para ejercer derechos
individuales (personales o de grupo) reconucidos por el an. 23 de
la Constitución, sino. que ts también, a trilVés de esta man:ife5tación
de .cderechos subjetivos, Un medio para dotar de capacidad de
e~ón11 las instituciones del Estado democrático y proporcionar
centros 4e :decisión politica eficaoes y aPtos para imprimir una
orientación JCnerala la acción de aquél.

La expenencia de algunos períodos de nuestra historia contem­
poránea y l~ de ~nos otros reaimenes parlamentarios enseñan,
sin embargo. el riesgo que, en relación a tales objetivos institucio­
nales. supone la atomización de 18 representación política. por 10
Que no ,es, por lo tanto, ilegitimo Que el ordenamiento electoral
intente conjugar el valor supremo que. según el arto 1.0 1 de la C.E.•
representa el pluralismo -y·su expresión. en este caso, en el criterio
de la propOl:cionalidad- con la pretensión de efectividad en la
organización y actuación de los poderes publicos, por lo que la
posibilidad de tal limitación de la proporcionalidad electoral
resulta tanto más justificada cuanto que. según hemos visto, no
cabe, en rilor, hablar de un derecho subjetivo a la misma sobre la
base estricta del art 23.2 de la CE.

lmpona recordar, a estos efectos, que sen varios los preceptos
constitucionales (ans. 99.3 in fine, 112 y 113.1 básicamente) que
Dueden comprenderse como ex.presión de una eup,encia racionali­
zadora en la forma de' gobjemo~ y así lo ha entendído este mismo
Tribunal en su Sentencia 16/1984. de 6 de febrero. al afirmar que
«junto al pnnaplo de legItimIdad democrallca, de acuerdo con el
cual todos lo poderes emanan del pueblo y 8 la forma parlameJlta­
ria de gobierno. nuestra Constitución se inspira en un principio de
racionalización de esta forma»: por lo que. al servicio de esta
experiencia o principio puede perfectamente considerarse que se
encuentran también las cláusulas limitativas del escrutinio propor­
cional del mismo tipo Que la que examinamos.

No es dificil, en -efecto, percibir que esta cláusula se ha inspirado
de modo muy directo, igual que varios de los elementos racionali­
zadores a que acabamos de hacer referencia, en el precedente de la
República Federal de Alemania, donde las candidaturas electorales
tienen la necesidad de superar también un porcentaje mínimo de
votos -por cierto, superior al que se ha establecido en España. pjJes
alli se trata de un 5 por 100- para tener derecho al reparto electoral.
En esta situación, el Tribunal Constitucional Federal ha tenido
ocasión de pronunciarse. en una serie de casos análogos al aquí
suscitado, sobre la validez constitucional de ese límite, tanto en el
plano federal como respecto al ouIenamiento de algún Lalld; y en
tales casos. aquel Tribunal siempre concluyó en la validez del
!ími.te. ~onsiderándolo co~o garantía letitima.de la e~cacia de las
mstltUClones parlamentanas, en cuanto tiende a correglT fragmenta­
ciones excesivas en 18 representación política obtenida mediante la
proporcionalidad electoral..

Pero es que, adernas, resulta importante sedalar que esos riesgos
de fragmentación no se proyectan única~en~ sobre el funciona-

14796 Sala Segunda. Rl'Cur~6 de Amparo num. 59911984.
Sentencia num. 7611985. de 26 de junio.

La Sala Segunda del Tribunaf Constitucional compuesta por
don Jerónimo Arozamena Sierra, Presidente v don Francisco
Rubio llorente. don Luis Díez-Picazo y Ponce de León. don
Francisco Tomás y Valiente. don ."-ntonio Truyol Sena y don
Francisco .Pera Verdaguer. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

,SENTENCIA
En el recurso de amparo núm. 59911984 interpuesto por

«Construcciones Picó, Sociedad Anónima», representada por el

miento de los órganos representativos. sino. como demuestra
también la práctica politica. sobre el de las mismas asociaciones a
través de las que adquiere realidad la representación y que son.
principalmente. como reconoce el ano 6.° de 'nuestra Constitución.
los panid05 políticos: . .

Los panidos. en efecto. quedan definidos por dicho precepto
como sujetos que -expresan. el pluralismo político•. pero se les
atribuye.· asimismo. 1& función de concurrir «a la formación y
manifestación de la voluntad popular». siendo. por todo ello.
onsiderados como «instrumento fundamental para la participación
política». Aparece claro. así~ que en su misma ra~ón de ser tienen
inscrita tales asociaciones la tarea dc ir agregando diversidad de
intereses individuales y sectoriales en proyectos y actuaciones dl'
alcance politico. esto es. generales. _pues de esta manera. sobre la
base de que sean reflejo d~1 ese!lciaf pryncipio pluralista~ no res~l.ta
incongruente con la funCiOnalidad mIsma de los parudos eXigir.
para su acceso a ÓlpDos en que también ha de manifestarse la
voluntad ·popular y materializarse la participación. Que cumplan
por encima -.de cierto limite esa tarea agregativa.

El limite del 3'por 100 <¡ue stñala el an.JO.4.bj del Real
Decreto-ley 20/1977 ft!speta,en sustancia. el criterio de la propor­
cionalidad. ya que la. restricción no impide Qtle el reparto de
escaños se realiceeonforme ,a ese criaerio respecto a·la inmensa
mayoría de los votos emitidos en la circunscripción. y eso que. en
el presente caso. al tratarse de unas elecciones y de una circunscrip­
ción en las que estaba en juego un elevado número de escaños (85).
aumentaba considerablemente la posibiJidad de que listas que no
hubiesen alcanzado ese límite. de no existir éste. hubiesen tenido
acceso al repano. y la existencia de la barrera legal aparece. por otra
parte, plcnamente justificada. según todo lo anteriormente
expuesto, ai haber actuado el legislador con fines cuya licitud. desde
la perspet'tiva constitucional no es discutib.le. por lo Que no puede.
por todo ello, apreciarse que los preceptos de la·C-onstitución y del
Estatuto Catalán de Autonomla ql.!e' determinan la existencia de un
sistema de representación proporcional hayan sido vulnerados por
la norma legal que' impone esa barrera. y esta ·inexistencia de
infracción constitucional o estatutaria nos conduce a la conclusión
de que ·dicha norma tampoco contradice el contenido del derecho
del arto 23.2 de la Constitución, en cuanto al carácter de los
requisitos que para el -ejercicio de tal derecho se señalan.

6. Al no existir violación alguna dcl derecho reconocido por el
apanado 2 del art. 23 de la C.E.. considerado en todos sus aspectos, .
es patente. según lo afirmado en nuestro primer fundamento
juridico. que tampoco ha existido. en el presente caso. respecto al
derecho de particpacion que se reconoce en el apartado 1.0 del
mismo precepto, por lo que. en la medida que los recursos de
amparo se fundamentan tainbicn en este último derecho. no es
peninente ampljar más nuestro examen para desestimar íntegra­
mente las pretensiones suscitadas.

FA L LO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional.
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTU­
C10N DE LA NAClON ESPAÑOLA.

Ha decidido:

Denegar Jos amparos solicitados por la «Entesa de I'Esquerra
Catalana» y por el «Partít deis Comunistes de C-atalunya».

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».-­

Dada en Madrid a 21 de junio de 1985.-Manuel García-Pelayo
Alonso.-Angel Latorre Segura.-Manuel Diez de Velasco
VaJIejo.-Gloria Begué Canton.-Rafael Gómez-Ferrer
Morant.-Angel Escudero del.Corral.-Firmados y rubricados.

PrOcurador don JuliAn del Olmo Pastor bajo la dirección del
.Abogado don Hilarlo Salvador Bullón, contra el Auto dictado por
el Tribunal Central de Trabajo en 26 de mayo de 1984 que resolvió
tener por no anunciado recurso de suplicaCión contra Sentencia de
la Magistratura de Trabajo núm. 19 de Madrid. de 7 de febrero dl
1984 relativa a reclamación de salarios.

En el recurso ha sido parte demandada el Procurador de lo~
Tribunales don José de Murga Rodríguez, bajo la dirección de!
Ab~do don Anselmo Giménez Martín, en repreSefnación de don
·80mfacio de la Hoz Martín. don Francisco Rivas Colas. don José
Antonio Alberca Luceron. don Adolfo Cabanillas Femández. don
José Benegas Martín, don Angel Carrillo Palomo. don Manuel Diz
Fefnández, don Antonio Hermosa GÓmez. don José Diz Muñoz.
don Germán Otero Rodriguez. don Pedro Gonzálel Ortiz. don
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Amalio García Olmedo. don Gabriel Marroig... Vargas. don José
Luis Moreno ManíD. don Ceferino Rodríguez Perez, don Ange~
Villar Carbajo, don Vicente del Pozo Agueda. don Rafael Gutierrez
Moreno, don Ramón Gutíerrez Moreno. don Jose María Lara
Gallego, don Victarino Moreno Arias, don Fermín Pérez Navas,
don Pedro Sanz Martin. don Alfonso Mohacho Agudo, don Onafre
Gutiérrez Menéndez. don Joaquín Rojas Casco. don Francisco
Carrerio Francisco. don Joaquín Morales Manínez. don Antonio
García Rojas y don Nazario Hernández Pérez.

Han intervenido el Ministerio Fiscal y ha sido Ponente el
Magistrado donFrancisco Pera Verdaguer, quien expresa el pan:cer
de la Sala.

1. ANTECEDENTES

Primero.-El 31 de julio de 1.9'84 tuvo entrada en este Tribunal
demanda de amparo suscrita por el Letrado don Hilario Salvador
Bullón, en nombre y representación de «Construcciones Picó.
Sociedad Anónim..., frente al Auto de la Sala Primera del Tribunal
Central de Trabajo, de fi:cha 26 de mayo de 1984, en que se
resolvió tener por no anunciado recurso de suplicación interpuesto
por la Sociedad demandante contra Sentencia dietada por la
Magistratura de Trabajo núm. 19 de Madrid, el .7 de febrero
de 1984.

Exponía sustancialmPllte, tos sil'lientes hechos:

l. En la referida Sentencia de la Magistratura de Trabajo de 7
de febrero citada, sobre reclamación de salarios, se advertía en el
faUo que contra ella pueden las partes recurrir en suplicación ante
el Tribunal Central de Trabajo, siendo indispensable, si el recu~
rrente es patrono, que presente resguardo acreditativo de haber
ingresado en la cuenta corriente que la Ma¡i.stratura tiene abierta
en el Banco de· España, el importe de la condena y en la Caja de
Ahorros, el depósito de 2.500 pesetas, sin cuyos requisitos no podrá.
tenerse por anunciado el recurso, quedando firme la Sentencia.

2. La Entidad demandante, no conforme con la Sentencia,
anunció 'en plazo legal su propósito de entablar récurso de
suplicación, manifestando en el escrito su disconformidad con la
advertencia aotés recollda, sobre consi$Daciones: En cuanto a las
-2.500 pesetas, por corresponder tal conSignación al momento de la
interposición del recurso ante el Tribunal Central de Trabajo. y,
respecto del importe de fa' condtna, por estar la Empresa en
suspensión de pagos, carente de medios por falta de liquidez en
dicha situación; ofreciendo medios alternativos o sustitutorios de la
consignación.

3. La Magistratura de instancia. sin insistir en la necesidad de
las' consignaciones ni determinar sobre los medios sustitutorios
ofrecidos. dictó providencia. en la Que decía tenerse por anunciado
provisionalmente recurso de suplicación contra la Sentencia
recaída en el proceso, recurso que·fue formalizado por la deman~

dante y presentado en Magistratura. acompañado del resguardo de
depósito de 2.500 pesetas.

4. El Tribunal Central de Trabajo. mediante el Auto de 26 de
mayo que se recurre en amparo. declaró tener por no anunciado el
recurso de suplicación (que previamente habia sido impugnado de
contrario. de lo que no tuvo noticia la solicitante) Quedando finne
la Sentencia recurrida:

En el mencionado Auto se aducen, en esencia. las siguientes
razones de la decisión adoptada:

a) La consipación del·impone de la condena constituye, en
primer lugar, una medida cautelar tendente a' asegurar la ejecución
de la Sentencia: si posterionnente es confirmada, con la que se trata
de reducir, por otra parte, el planteamiento de recursos meramente
dilatorios (Sentencia del Tribunal Constitucional de 25 de enero de
1983, expresamente citada). . "

b) El Tribunal Constitucional, en la Sentencia citada y en la de
21 de febrero de 1983, ha manifestado .que, a fin de superar la
rigidez del arto 170 de la Ley de Procedimiento Laboral (y con igual
motivo del 154 de la misma Ley) y evitar la imposibilidad de
recurso en supuestos de falta de medias o de liquidez, resulta
procedente que los Tribunales efectúen una interpretación flexible
y pro8resista, aceptando medidas distintas de la estricta consi¡na­
ción en metálico, siempre que queden prantizados los intereses de
los trabajadores, lo qué en el presente <:aso no se conseguirla de
aceptar las prantias que o~ la Empresa recuriente, pues no
aseguran la Inmediata efectividad del fallo condenatorio.•

c) La obligación que el arto 154 de la Ley de Procedimient;'
Laboral impone a los empresarios de depositar la cantidad objeto
de la condena nO atenta al derec:ho a obtener la tutela efectiva de
los Jueces y Tribunal..,. pues el aludido requisito no priva a loo
empresarios que se hallen en precaria situación económica, de
aquella tutela, en cuanto que están excusados de la obligación de
depositar si han obtenido la declaración de pobreza.

d) Que no son equiparables las situaciones de ·pobreza legal y
de suspensión de pagos.

5. La Entidad demandante entiende que el Tribunal Central
de Trabajo no es _competente para tener o no pO[' anunciado el
recurso y decret,ar en el último sup\,lesto la firmeza de la Sentencia
(art. 154 LPL), al tiempo Que no ha dictado la Resolución
procedente -ha dictado Auto cuandocorrespondia Sentencia (art ..·
159 de la Ley de Procedimiento Laboralh todo eUo unido a que
con ella. al reiterar la obligación de consignar y no valorar los
medios alternativos ofrecidos, ha cerrado el camino al: recurso
dejando a la Empresa recurrente indefensa. En suma. alega la
violación del arto 24.1 de la Constitución Por el Auto del Tribunal
Central de Trabajo que declara 00 tener por anunciado el recurso
't decret~ la firmeza de la Sentencia contra la que aql.tél se
tnterpoma.. _

. Por todo ello, se suplicaba en la demanda que dictemos
Sentencia declarando la nulidad del Auto recurrido, y concretando
la extensión de sus efectos que han de suponer la reposición de las
actuaciones del recurso de suplicación formalizado al instante
inmediatamente precedente al meritado· Auto de .26 de mayo.
prosiguiendo el trimite del referido recllrsO. .

Se(fundo.-Tras suscitarse y resolvers:e un incidente relativo a la
admiSIbilidad del recurso y subsanarse. el defecto inicial de postula­
ción mediante la personación del Procurador'don Juli6n <!el Olmo.
y la asunción por el mismo de la demanda, el recurso fue admitido
a trámite por Providencia de 3 de octubre de 1984, recabándose las
actuaciones de la Ma¡istratura y del Tribunal Central de Trabajo.
recibidas las cuales y personado el Procurador señor Murga
Rodríguez en representación de las personas relacionadas en el
encabezamiento de esta Sentencia, por providencia de 13 de marzo
de 1985 se acordó dar vista de las referidas actuaciones a las partes
y al Ministerio Fiscal para que en el plazo dé veinte dias
presentasen sus atepciones escritas conforme a lo dispuesto en, el
art. 52.1 de la Ley Orgánica de este Tribunal.

La representación de la Entidad recurrente ha presentado
escrito reiterando las alepciones de la demanda.

Tercero.-En el referido trámite la representación de los deman~
dados, en su escrito de alegaciones comienza haciendo una síntesis
de los antecedentes de hecho que han dado lugar al Recurso de
Amparo, con objeto de ayu~ a comprender y desentrañar el
verdadero y exacto- alcance- de este recurso.

Entrando en el contenido especifico del amparo, entiende que
éste carece de toda base, que es insostenible deducir la indefensión
de la recurrente del hecho de que la demandante desconociese que
los demandados habian impugnado el recurso de suplicación
articulado en su día contra la Sentencia de la Magistratura y Que
tampoco puede producir indefensión el que no se le notificase. si
es que así fue, la elevación del recurso y de la impugnación ar
Tribunal Central de Trabajo, toda vez que no extste precepto
alguno en la Ley de Procedimiento Laboral que otorgue nueva
posibilidad d.e alegaciones al recurrente en suplicación para contra~
decir o argüir sobre la impugnación del recurso. y por tamo. la
Resolución del Tribunal seria siempre la misma.

Pero ademAs, entiende la parte demandada que el recurso es
inadmisible por no haberse cumplido cuanto se determina en el
apartado b) del art. 50 de la. Ley OrgAnica de este Tnbunal en
relación y concordancia con el núm. 1 del art. 81 del mismo texto
legal, y a pesar, de cuanto se eontient en el art. 85.2 de la m.sma
Ley Orgé..nica, porque, ha transcunido con exceso el plazo de diez
días Que se contiene en el último precepto citado para que la
recurrente en amparo haya subsanado la defectuosidad de en
primer lugar no haber comparecido por medio de ·Procurador. y en
se¡undo lupr no haber aportad.o copia auté!ltica o a\llOrizada de la
escritura de apoderamiento por la que· cCotlllnlCciones. PiCó.
Sociedad Anónima», confiere la representación procesar a su
Procurador señor del Olmo. .

Asimismo debe dectetarsela inadmisión del recurso por apliCa~
ción del art. 44.l.a) de la referida Ley Qra6nica ya que la recurrente
no ha ..olado tod!>s los recu""s utilizables dentro de la via
judicial, como no ha sido en su~ al no haber formulado contra
el Auto del Tribunal Central de Trabajo recurso de süplica; sin que
sea v6lido el aJ¡Utttento que de contrario se efectüa en posterior
trámite, cuando manifiesta que no existe precepto al¡uno en la Ley
de Procedimiento Laboral !lue artiéule y posibilite el planteamiento
de recurso de súplica, final1zando el procedimiento o mejor dicho
el recurso por medio de Auto o Sentencia. sin que quepa posterior
actuación al¡una, pues la propia"" recurrente hizo·uso de ese recurso
de súplica contra Auto dictado por el Tribunal Supremo, y el cual.
por Cierto, se suttanció, y, támpoco el} la Ley de Procedimient~
Laboral se dice nada sobre la posibilidad de IUndamentar recurso
de süplica contra Auto o Sentencia del Tribunal Supremo y mas
concretamente contra" Sala Sexta. Por ello, la propia recurrente
tiene la respuesta en su mismo y anterior proceder.

y además, la recurrente quiere .-desconocer la di~posicióo

adicional de la Ley de Procedimiento Laboral actualmente en
vigor, defecha 13 de junio de 1980, y que dice que en todo lo no
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previsto cn· ella y dem6s preceptos de tegislacioo social, se estará a
lo que dispone la Ley de Enjuiciamiento Civil.

Por motivos de (ondo entiende Ja representación demandada
que el recurso de -amparo debe correr la misma suerte, esto es. por
los _nados b) y e) del núm. 2 del art. SO de .nuestra Ley Organica
porque, cuando se interpuso el .reCUl"Stt de amparo este mismo
Tribunal había ya dese\imado varios recursos de amparo con
icltntico fondo, y una .cuestim, de ineonstitucionalidad deducida
por la Sala Sexta· del Tribunal Supremo babiéndose dietado ya
Sentencia en recursos de *mparo -en supuestos no ya sustancial­
mente igualn, romo dioe la Ley, $ino iclénti<:os.

Examina desp~ de varias Sentencias de este Tribunal sobre el
fondo del asunto concluyendo que todas ellas confirman plena­
mente la constitucionalidad de la consignación y que lo único que
se ba dicho es que los Tribunales de Trabltjo admitan discrecional­
mente a su juicio si las prantías sustitutivas de la consignación a
mttélico, son suficieales, pero haciéndose con cautela y siempre
que a su juicio se trate de una soluciÓD justa y que no se trate de
16cnic:a memmente dilat()ria,-y que'K hiCIera por el cauce adoptado
o seftaIadoen el lit. 183 de la Ley de Prooedimiento 1Itboral que
pen1Üte a IasEDlJ"OS"S wuoesionarias de servicios p6blicos lUSti·
luir ~ con~ón en metálico. po~ aval bancario o depósito de
mores públicos, aeetoues u oblipciones cuyo vaJor efectivo sea
suficiente para cubrir el importe de la condena. Y claramente la
recurrente ni prestó aval, ni hizo depósitó de clue alguna. A mayor
abundamiento, y siguiendo el criterio de.1a Sentencia de 28 de
febrero de 1983, colesimos que para que se admila la posibilidad
de sustituir la consignaci60 ametAJico a través del cauce anterior·
mente visto, seria preciso que se hubieran a1esado las. dificullades
económicas que impedían el acceso a la vía del recurso por no
contar, con metálico suficiente en, el momento procesal oportuno. lo
que en ninJÚn momento se hizo por la TeeUrretlte. Por todo lo cual
concluye suplicando que dictemos Sentencia denesando el amparo
pedido.

Cuarto.-En el mismo IJilmite delart. 52.1 de la Ley Organica de
este Tribunal el Ministerio Fiscal ba expuesto en su escrito de
aleaaciones Cómo el lesislador puede eslableoer requisitos para el
acceso a un recurso o presupuestos procesa1~ del mismo sobre
todo si la naturaleza del =roo es extraordinaria y se trala de
Sentencias contradictorias, y cómo hemos declarado constitucional
la existencia de obstáculos procesales propprcionados. como la
consignación del impone de la condena por tener la finalidad de
asegurar la -ejecución posterior de la condena. Tal consignación
normalmente tiene que ser en metálico, pero este Tribunal inde­
pendientemente del sUp'uesto de pobreza declarada Judicialmente,
ha admitido la sustituCIón de la consignación en metálico, por otros
medios iaualmente quros de JlIIiO (aval bancario, depósito
valores) ante la posibilidad de problemas de liquidez de tesorería
o de otra clase que podía constituir un obstáculo gravoso y
desproporcionado e impedir en un momento detenninado, la
consisoación en metálico. Ha sillo un paliativo a la riJidez de la
exigencia de metilico. Pero como la finalidad de la conSignación es
la eficacia de la condena, el Tribunal exi¡e que los medios
sustitutorios sean seguros «suficientemente garantizadores de la
ejecución posterior» «siempre señalados y aceptados en adecuada
estimación por los órganos judiciales competentes».

Es la parte, que lo alega, la que tiene que probar tanto la
seguridad de los medios como situación que permita la atenuación
de la consignación en metálico r es el Otjano Judicial competente
quien tiene que hacer la valoraCIón de los mismos no sólo respecto
de la situación económica de la parte sino ·también a la seguridad
de los medios propuestos. El recurrente, dioe el Ministerio Fiscal,
en una demanda prolija en cuanto a posibles violaciones del
articulo. 24.1 de la Constitución $itúB la vulnensciÓD denuaciada en
la moración realizada por el Tribunal Central de Trabl\io de los
medio., ofRcidos para la sustitución de la consignación en metá·
Iieo. Dicha valoraciÓD a su juicio, es arbitraria e irracional.
Denuncia que la valoración, ha sido realizada por el órgano que no
era competente para baoerIa r que se ha efectuado sin ser oído- el
recurrente. Como consecuenaa se be alterado la valoración hecha
por el Magistrado de Trabo\io que, aunque de manera provisional,
dio acoeso al nlCUTSO. Y esta aoeptactÓD por el Mqistrado de
Trabajo supone incidir en error al demandante porque entendió
que -tenia acceso libre al citado recuño.

Junto a esta violación Que constituye el centro de .la demanda
se denuncian otras presuntas vulneraciones en las que el Ministerio
Fiscal no halla conexión constitucional.

El Magistrado -dice el Ministerio Fiscal- de acuerdo con el
artículo. 157 da vista del escrito interponiendo el recurso a la otra.
parte para posteriormente elevarlo al Tribunal Central de Trabajo.
Este traslado es obligatorio conforme a la Ley y no requiere
notificación al recurrente.

La aceptación «provisional» del recurso. fue una resolución que
en su momento. si el recurrente no estaba de acuerdo con el mismo.
debió recurrir en reposición como permite el arto t 51 de la Ley de

Procedimiento Laboral y sin emha"" no lo hizo. Por lo que
hipotéticamente en este punto debió slluane la presunta violación
del arto 24.1 de la Constitución y consiguientemente debió ser
·objeto de impugnación. El recurrente pudo impugnar esla resolu­
ci6n mediante el recuno de 'reposición y no lo hizo. consistiendo
la misma. lo que supone que no consideró que se le privaba de un
derecho contenido en el arto 24.1 de la Constitución.

Concluye este razonamiento el Ministerio Fiscal en el sentido
de que el Magistrado debió hacer la valoración necesaria para tener
por anunciado et recurso, pero esta omisión no produjo vulnera-­
ción de derecho de acceso • éste porque no privó al recurrente de
este derecho. No bubo violación constitucional alguna. Todas estas
pretendidas infracciones procesales iIo lo son porque han sido
consentidas una.de ellas por el propio recurrente y la otra por no
serlo ya. que se cumplia una dlsposlciÓD lesal. No tienen conexión
CODsbtuClonal; no sufren merma las prantias procesales..que
puedan producir lmÓD al derecho a la defensión y al recurso.

El Magistrado de Trabajo tuvo por anunciado «provisional·
mente» el recurso de suplicación y remitió los autos a.1 Tribunal
Superior «para que decidiese sobre la cuestión suscitada»; en
consecuencia, la resolución del Magistrado puede constituir una
infracción procesal, porq~e po valoró, pero no constituye violación
del articulo 24.1 de la Constitución, porque no oerro el camino al
recurso.- La resoluci6n, debió ser recurrida por el de,mandante de
amparo, pero no lo hizo porque no le causa lesiÓllconstitucional.

y asi llega en su razonamiento al Que considera punto central
del recurso: La no aceptaci6n de la ·suplicación. por el Tribunal
Central de Trabajo, por no estimar seguras las garantías sustituto­
rias de la consi~ación en metálico ofrecidas por el recurrente. A
este, respecto Significa cómo este Tribunal Constitucional no ha
declarado Que el único órgano competente para examinar la
existencia de esos presupuestos procesales sea la Magistratura de
Trabajo ni niega la competencia al Tribunal Superior para revisar
la actuación del inferior. El Tribunal Constitucional sólo dice que
es el órgano judicial competente quien debe hacer la valoración
sustitutiva pero no Que ese órgano sea únicamente el inferior. Es
este órgano Quien la hará normalmente, pero esto no obsta para que
el Tribunal Superior revisase la actividad del inferior para exami­
nar el cumplimiento de los presupuestos necesarios para que ,nazca
la relación procesal, base del recurso.

Entendemos que la apreciación por el Tribunal Central de
TrabAjo, de la eXistencia o no de los presupuestos procesales, es
ajustada a derecho. La ~izó el Tribunal Superior. porque podía
y debla hacerlo.

El Ministerio Fiscal examina después la otra presunta vulnera·
ción, que hace referencia a la misma valoración hecha por el
Tribunal Central de Trabajo, exponiendo que ninguna de las
alegaciones del recurrente tienen fuerza suficiente para desvirtuar
desde el campo constitucional la valoración de los medios sustitu­
torios realizada ¡lor el Orpno judicial. El auto está plenamente
fundamentado y la fundamentaciÓD se hace desde el campo del
~o por lo que carene de arbitrariedad. Se podrá eslar de
'acuerdo o no con dicha valoración de" la seguridad de estos medios.
pero la discrepancia no ensendra dimensión constitucional.

Quinto.-Por providencia de 24 de abril de 1985 se señaló para
deliberación y votación del recurso el día J9 de junio siguiente.

11. FUNDAMENTOS JURIDICOS
Primero.-Qrigina _este recuno de· amparo 1a aplicación del

articulo IS4 de la Ley de Procedimiento Laboral, según el cual, al
anunciar el prop6sito de entablar recURO de suplicación, el
recurrente, si es empresario y no estuviera declarado pobre, ha de
exhibir ante la MagistralUra de Trabajo el resguardo acredilativo de
haber deposilado en el Banco de España, y en la cuenta corriente
que a tal efeeto ten¡a abierta aquélla, la cantidad de la condena, sin
cuyo requisito no Podrá tenetse por anunciado el rotlUrso y quedará
firme Ilt.Sentencia. La constitucionalidad de.esta norma ha sido
repetidamente aoeptacla ¡lor este Tribunal, en decisiones que es
ocioso citar, mayorme.nte porque la cuestión que suscita este
recurso de amparo '!" !" baila SItuada en aquella esfera, sino más
exactamente, en la arcunslaDcia de que e1ólJlD.O de la Juridicción
Laboral aplicó la norma que contiene ,el.artiado al inicio citado,
esto es, el arto IS4 de la Ley de Procedimiento Laboral, con un rigor
excesivo y con criterio irrespetuoso respecto de lo que este Tribunal
Constitucional tiene declarado sobre el panicular.

Segundo.-Con limitación pues, como punto central a dilucidar
en este recurso, a Jo que acabamos de esbozar, es preciso principiar
recordando las declaraciones emitidas por este Tribunal atinentes
a la cuestión, y a tal efecto reseñar la Sentencia de 25 de enero de
1983 (cuestión de InconstitucionaJidad núm. 222/ J982), expresiva
de que es posibJe que determinados aspectos de la regulación de la
consignación para recurrir puedan incrementar la carga (' ~ ésta
supone, de manera tal que sin convenirla en inconstitucional, sí
resulta gravosa, en especial al vénirse exigiendo que la consignación
se haga necesariamente en metálico; pero sin que sea fácil para este
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Tribunal apreciar la posibilidad de distorsión o. incluso de serias
limitaciones del derecho a la tutela en casos concretos de aplicación
dela norma. porque para ello se' requiere el conocimiento indivi­
dualizado del diverso casuismo, pero si es posible en abstracto
entender Que, en determinados supuestos, la protección de los
derechos fundamentales puede exigir tina mayor flexibilidad en la
aplicación del precepto, llegándose en este fallo a apuntar la
conveniencia de que el legislador supere la ex.cesiva rigidez, y se
evite la imposibilidad del recurso en supuestos de falta de medios
o de simple falta de liqúidez. a través de medios conocidos y
seguros, empleados en la. práctica económica -aval bancario,
depósito de valores, etc.- y previsto en otras sit\l8Ciones en cierto
modo similares; indica esa misma Sentencia que, entre tanto, los
Tribunales ordinarios, deberán efectuar una interpr~ción acorde
Con los criterios antes expresados, respecto de quienes acrediten
insuficiencia.de recursos' para litigar, aceptaRdo medios sustitutivos
menos estrictos' y. suficientemente garantizadores de la ejecución
posterior de la Sentencia en favor, de los trabajadores.

Partiendo de la anterior dOctrina se ha insistido en la misma en
las Sentencias de 21 y 28 de febrero, 27 de mayo y 29 de noviembre
de 1983, recaidas en recurso ~ amparo (números t99/1980,
233/1982. 3111981 y acumulados. y 155/1983, respectivamente),
expresivas de que cabe que se plantee el problema de la- eventual
imposibilidad extraordinaria de cumplimiento en debida forma del
requisito legal de que se trata, porque la situación en que se
encuentre el sujeto obligue a una inaplicación o aplicación mati.
zada de la exi~encia de la consignación, de 10 Que resulta que la
cuestión debatIda ha de ser examinada sólo en relación con el
artículo 24.1 d~ la C.E., con referencia a supuestos de f~ta de
medios o de liquidez, pero con necesidad de invocación ante el
órgano jurisdiccional para destruir la presunción a establecer en
iuris tantum a establecer en favor de la posibilidad de consignar de
todo empresario no declarado legalmente pobre, demostrando
debidamente la situación singular, y ofreciendo adecuados medios
alternativos de garantía, para que con criterio discrecional judicial
Se pudiera adoptar la solución concreta que garantice el derecho de
los trabajadores.

Tercero..;.En el caso presente no otra cosa Que la de hallarse ante
una de aquellas situaciones de excepción es lo alegado por la parte
recurrente, la que insiste en Que la puso de m~nifiesto ~nte la
Ma.&istratura de Trabájo, Por lo que será preCISO .examlnar la
realidad de ese planteamiento, así como el tratamIento QU~ le
dispensaron los órganos de la jurisdicción ordinaria, para cole~ el
alcance que de todo ello se infie~ en orden a la. denunciada
v~olación del derecho fundamental lDvocado.

y asi es de ver que, en efecto, la Empresa condenada por la
Sentencia de Magistratura, al anunciar su propósitn-de interponer
recurso de suplicación, solicita ser dispensada, o, dicho ,en atros
términos, pretende no hallarse obligada a consignar el importe de
la suma dmeraria cuyo pago el fallo determina, y eHo en razón _
Que la Empresa carece de medios económicos, por falta de liquidez,
no sólo por hallar~ en situación legal- de suspensión de pagos, sino
por su real carencia de efectivo para realizar la consignación, acerca
de lo cual solicitó se practicaran determinadas pruebas, ofreciendo,
como medios alternativos o sllstitutorios de la consignación, la
constitución de hipoteca mobiliaria y prenda sin desplazamiento de
posesión sobre el establecimiento mercantil de la Empresa. sus
automóvile:s y otros vehículos, maquinaria, útiles, herramientas y
demás elementos de explotación de la Empresa, así como cuales­
quiera otros elementos ~ su I'ropie4ad, y ~biéD, que se decrete
el embargo p",ventivo ~ blenos propieda¡l: ~ la Em¡nsa en
cuantía sufiCiente para cubrir el importe fijad<> comO principal en
la Sentencia._ . .,'

La pane favorecida por la Sentencia~Ma¡istratura, se opuso
ante el Tribumol Central a la admisiÓll a trámite del JeCurso ~
suplicación porque. tratándose de una-suma que se aproxima ~ los
siete millonos <le pesetas; las prantías ofrecidas como medio
sustitutorioi do:·la consignación sonablolutamente insuficientes,
razonando al efecto acerca de la modestia ~on6mica de los bienes,
los que la misma Empresa ha oftccido con similar finalidad en otro
proceso en cuno en el que- las: respOIlsabilidades pecuniarias

rebasan los sesenta millones de peseías,. Pendiente una compleja
situación de ~uspensión de pagos, to que, además entiende aquella
parte que veda toda constitución-de nuevos gravámenes o garant:3.s
sobre el patrimonio intervenido, a cuyas contrapuestas· posiclOn,."'S
puso término el auto hoy recurrido en este' proceso de amparo,
dictado por el Tribunal Central ~ Trabajo ron fecha 26 de mayo
de 1984, que tuvo por no anunciado el recurso de suplicación de
constante referencia, quedfndo firme la Sentencia recurrida,.'1 ello
en atención a una serie de razonamientos que, sintéticamente
reflejados aquí, dejan expresa constancia~ la situación leBai sobre
esta materia y de la interpretación que de la misma ha hecho este
Tribunal Constitucional -a la q.... precedentemente aludimos-,
siempre. bajo la premisa~ la finalidad de todo ello, que no es otrll
cosa que ¡aranllZar el derecho de loo· trllblijadores a la efectivida4
del fallo lo¡rado, entendiendo el Tribunal Central ~ Trabajo que
l.os medios sustitutorios ofrecidos por la Empresa en manera alguna
cubren tal finalidad, porq~, llepdo el momento ~ ejecución de
lo decretado ca la SenteDCl&, sena obligado el inicio y prosecuciót>
de dilatados e inciertos procesos para hacer efectiva tal garant!"
aparte todo lo cual pone tambi6n de relieve que si la situación de
suspensión ~ paJos ~I em¡>re,S&rio puede posibilitar el uso de
medios de a~iento sustitutorios de la consignación, en todo
ca~ tales medl0~ han de re~ unas condiciones de las que se halla
alejado lo prop~esto por la parte ~urrente en suplicación.

Cuarto.-Al circunscribirse en definitiva la cuestión Que este
recurso de amparo s.uscila al extremo de si los medios sustitutorios
propuestos son o no suficientes. es de notar que la doctrina de este
Tribunal, contenida en las Sentencias que hemos reflejado., declara
que ello es misión de los órganos de la jurisdicción laboral, por lo
que, frente a los pronunciamientos de tales órganos, nada efectivo
puede argüirse en esta vía de amparo, salvo natura1mente~ y como
igualmente se infiere de aquella doctrina, que se trate de situaciones
en las que, del mismo modo Que se ha establecido al cuestionarse
la aplicación de los preceptos procesales atinentes a la admisibili­
dad de ciertos recursos, se impida ésta en virtud de resoluciones
carentes de fundamentación o basadas eri exigencias que deban
reputarse desproporcionadas con la finalidad de la norma. nada de
lo cual puede-reprocharse en este caso a la resolución impugnada.

Quinto.-Finalmente, cabe decir que de las declaraciones emiti­
das por este Tribunal-de constante referencia- no se puede deducir
que se haya atribuido en concreto yen· exclu,sividad a la Ma~stra­
tura de Trabajo la potestad de aceptar o no medios sustitutonos de
la consignaCión .al interponerse recurso de suplicación, con la
correlativa privación de esa competencia al'Tribunal Central, sino
Que 10 afirmado no debe entenderse de otro modo que el de remitir
tal competencia ,..en los términos a que ya hemos aludido- a los
órganos de la jurisdicción laboral. y sin que, adem.s. tenga
trascendencia constitucional ni siquiera una posible alteración de la
competencia jerátQuica estimada al efecto.

Sexto.-Co·nsecuencia de lo expuesto es la denegación d~l
amparo solicitado, sin precisión de considerar el posible alcance de
la omisión del recurso. de súplica frente al auto dictado por el
Tribunal Central de Trabajo, impugnado ante este Tribunal Consti·
tucional.

FALLO

En atención 8 todO lo,expuesto, -el Tribunal Constitueional POR
LA AUTORIDAD QUIt'LE CONFIERE LA CONSTlTUCION
DE LA NACION ESPANOLA, : . . .

.
~negar el amparo S<)IicitlÍdo Por"¿ns~onesPi~ó, Soc~

dad Anónil1)D. ~ ~ -

.. Publiquese ';'¡"SenteDcia en el <dloletin oficial del EstlidOlO.

- Madrid, 26 ~ junio cte:. t 98S,-1eró';imo.Arozamena Sie­
rra.-Francisco Rubio UorelUe.-Luís. Díez.Picazo 'y. Pimce- ~
León.-Francisco Tom.s y VaHellte,-Antoni.. TruyoJ
!lerra.-Fran~iscoPera Verdaguer.-Finnados y n¡bricadÓ8.


